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			Pobreza infantil y adolescente:
el triunfo de la injusticia


			Inequidades en los sistemas de protección


			La infancia es un período de la vida que tiene una mayor propensión a la pobreza; no obstante, las niñas/os reciben una menor protección del Estado comparada con otros grupos etarios como las/os mayores de 65 años. Si pensamos en los orígenes del Estado de bienestar, la creación del programa de protección social para aquellas/os que se retiran del mercado de trabajo tuvo como objetivo la prevención de la pobreza de este grupo etario. El Estado le garantiza un ingreso a todas/os aquellas/os que cumplen con los requisitos para retirarse porque de lo contrario aquellas/os que no cuentan con los medios económicos individuales o familiares indefectiblemente enfrentarán la pobreza. Desde este punto de vista, el sistema previsional cumple una función económica y social, contribuye al bien común y más allá de las críticas que se puedan hacer a los sistemas previsionales en particular, la opinión pública considera saludable y justo que el Estado implemente una política de ingreso universal para las/os mayores de 65 años. Curiosamente, para los que formulan las políticas y para la opinión pública, la prevención de la pobreza en la infancia y el carácter positivo y de bien público de las políticas destinadas a reducir la pobreza infantil no parecen correr la misma suerte. No se trata aquí de señalar la disparidad entre la protección vía políticas sociales de la infancia comparada con las/os mayores de 65 años para sostener que habría que destinar fondos que reciben las/os mayores de 65 años a las niñas/os sino se trata de interrogarse acerca de cómo pensar la política social para las/os menores de 18 años cuyos principios y fundamentos se asemejen a los que dieron lugar a los sistemas de protección social para las/os mayores de 65 años. La reducción y la prevención de la pobreza en la infancia y la adolescencia tiene que ser un objetivo prioritario del Estado. La gravedad de la tasa de pobreza infantil en el país y la prevención de la pobreza infantil requieren de un sistema de protección social de la infancia y adolescencia que no esté sujeto a las vicisitudes del mercado sino que recupere la misión pública del sistema de protección social y tenga como horizonte el bien común y la igualdad de oportunidades. 


			La definición y medición de la pobreza


			Existen diferentes metodologías para medir la pobreza infantil. Nos interesa hacer una aproximación a las distintas formas de medir la pobreza infantil con el objetivo de rescatar los aspectos que hacen de estas mediciones caminos válidos para comprender el complejo fenómeno de la pobreza infantil. A principios de la primera década del siglo XXI, UNICEF (2005) establece el carácter multidimensional de la pobreza infantil en la siguiente definición: 


			Los niños y las niñas que viven en la pobreza son los que sufren una privación de los recursos materiales, espirituales y emocionales necesarios para sobrevivir, desarrollarse y prosperar, lo que les impide disfrutar sus derechos, alcanzar su pleno potencial o participar como miembros plenos y en pie de igualdad en la sociedad (pág. 18).


			Aun cuando se reconoce una amplísima literatura coincidente con este tipo de conceptualizaciones e incluso mediciones orientadas por éstas, el tema sigue siendo motivo de debate y las mediciones indirectas basadas en criterios monetarios continúan teniendo prioridad para los Estados y continúan orientando las políticas públicas de muchos países. La pobreza, tradicionalmente, es representada a través de las llamadas mediciones indirectas. A partir del valor estimado de una canasta básica de bienes y servicios se establecen umbrales de los ingresos percibidos por los hogares que clasifican a los hogares como pobres, indigentes, pobres no indigentes y no pobres. También, se suele estimar el porcentaje de las personas que viven en hogares cuyo ingreso disponible total equivalente es inferior al 40%, 50% y 60% de la mediana del ingreso nacional disponible equivalente para dicho hogar. En cualquier caso, las definiciones que orientan estás mediciones se vinculan a las pautas de consumo prevalentes en una sociedad que se espera garanticen la satisfacción de un mínimo de bienestar. Este tipo de medidas también pueden ser consideradas en cierta medida múltiples porque recogen los ingresos familiares provenientes de diferentes fuentes y en tal sentido posibilitan un interesante análisis de la composición de los ingresos familiares. 


			Entre los principales argumentos críticos, se destaca que la relación entre la maximización de la utilidad y el umbral de ingreso o capacidad de consumo fijado en el valor de la línea de pobreza no es indefectiblemente directa. En este sentido, identificar a los hogares según sus ingresos y capacidad de consumo no garantiza que aquellos que no son pobres en términos de ingresos puedan adquirir la canasta de bienes y servicios que se define como mínima para alcanzar el bienestar (Ravallion, 1992, Ruggeri Laderchi, 2000). Estos argumentos son especialmente significativos cuando se trata de medir la pobreza infantil. Es fácil advertir que la no pobreza monetaria puede ser insuficiente para evitar privaciones materiales, emocionales y sociales claves para el desarrollo del máximo potencial de los individuos. 


			


			Sobre la complementariedad y relevancia de la pobreza monetaria


			


			Simon Kusnetz, el creador del concepto moderno de gross domestic product (GDP), sostiene que es necesario distinguir entre la cantidad y la calidad del crecimiento, entre sus costos y rendimientos, entre el corto plazo y el largo plazo. Los objetivos que tienden al mayor crecimiento deben especificar crecimiento de qué y para qué. El planteo de Kusnetz nos invita a reflexionar sobre qué tipo de crecimiento anhelamos porque el crecimiento por sí mismo no reduce la pobreza. El efecto del crecimiento es mayor en la pobreza cuando se reduce la desigualdad. 


			Milanovic (2019) sostiene que para reducir la desigualdad contemporánea fundamentalmente hay que intervenir en las fuerzas sistémicas que contribuyeron a la desigualdad. Las fuerzas sistémicas más importantes son seis: aumento de la porción del ingreso por capital en el ingreso nacional; alta concentración del ingreso por capital; mayores tasas de ganancias en el tipo de riqueza que acumulan los sectores más ricos (capital financiero vs propiedad); homoploutia, o la asociación entre altos ingresos por capital y altos ingresos por trabajo en el decil superior; homogamia y, como consecuencia de ello, mayor concentración y transferencia de riqueza intergeneracional al interior del mismo grupo (decil superior); y transmisión intergeneracional de la desigualdad. Piketty (2017), a diferencia de Milanovic que analiza la distribución del ingreso total y el ingreso por capital y el ingreso por trabajo, centra su trabajo en el ingreso por capital y en el análisis desagregado del decil superior de la distribución del ingreso. El autor señala que la desigualdad es un proceso inevitable. La primera y fundamental ley del capitalismo para Piketty sostiene que la participación del ingreso por capital en el ingreso nacional total (α) es igual a la tasa de retorno del capital (r) multiplicado por β o la proporción del ingreso por capital en el ingreso anual (PBI). En otras palabras, para Piketty, la desigualdad se explica por una ley fundamental: r>g, la tasa de retorno del capital es mayor que la tasa de retorno por crecimiento. El cumplimiento de esta ley requiere por definición un aumento de la participación del ingreso por capital en el ingreso nacional total. Cuando α aumenta no solo los propietarios de capital se vuelven más ricos sino también tienen más capital para ahorrar y reinvertir. Por lo tanto, la tasa de retorno del capital excede, crece más rápido que la tasa de crecimiento y aumenta β.


			Para ambos autores es indiscutible que el motor de la desigualdad contemporánea radica en los mecanismos que llevaron a la alta concentración del ingreso por capital y trabajo en el decil superior, a las altas tasas de retorno por capital que se concentra en el decil superior, especialmente, en el 1% superior, y que para bajar la desigualdad hay que desmantelar estos mecanismos sistémicos. También reconocen que el Estado vía transferencias sociales hacia aquellas/os que se encuentran en el extremo inferior de la distribución del ingreso puede producir cambios en la desigualdad y bajar la pobreza. Piketty (2017) sostiene que entre 1930 y 1970, período llamado de la Gran Convergencia en Estados Unidos, la desigualdad bajó por la combinación de políticas de impuestos progresivos, sindicatos poderosos, la creación del Estado de bienestar y las normas sociales preponderantes cuestionaban la desigualdad. 


			Ahora bien, dos países pueden tener el mismo coeficiente de Gini, esto es, la misma desigualdad, sin embargo, la pobreza es más baja en uno de ellos porque el país redistribuye más vía transferencias sociales hacia aquellas/os en situación de pobreza. Cuando la pobreza es alta significa que en la distribución del ingreso hay un porcentaje alto de la población cuyo ingreso se concentra en el extremo inferior. En un escenario como este hace falta la intervención redistributiva del Estado para corregir la pobreza generada por el mercado. Ésto es importante resaltarlo. El Estado necesita redistribuir el ingreso y contribuir al ingreso de los hogares porque el mercado por sí solo no es capaz de detener el crecimiento de la pobreza que el propio mercado genera. Pensemos en las condiciones del mercado de trabajo para aquellas/os en situación de pobreza. Las escasas oportunidades laborales posiciona a las personas en situación de pobreza en el sector informal y los salarios bajos los sitúan por debajo de la línea de pobreza aun cuando trabajan. Asimismo, las condiciones de ocupación de la población en situación de pobreza es crítica porque trabaja menos de 35 horas a la semana por razones de mercado, trabaja más de 35 horas semanales con ingresos mensuales inferiores al salario mínimo, o trabaja más de 48 horas semanales ganando menos de dos salarios mínimos (Brady 2005; Lo Vuolo, 2009; Lo Vuolo et al., 2004; Lakner, Mahler, Negre et al., 2022; Garza-Rodríguez, 2018). De este modo, ante la precariedad de las condiciones laborales y salariales de aquellas/os que viven en situación de pobreza se requiere de la intervención del Estado vía transferencias sociales e impuestos para aumentar el ingreso de los hogares.


			Las críticas sobre las limitaciones al enfoque monetario de la pobreza son pertinentes, pero si desestimamos la medición de la pobreza infantil a partir del ingreso corremos el riesgo de tirar al bebé con el agua de la bañadera. Si bien el ingreso no es el único indicador de la pobreza infantil, es un indicador relevante porque las niñas/os no son pobres por sí mismas/os sino porque viven en hogares que son pobres. El ingreso es precisamente el indicador (el otro indicador es la riqueza) para analizar dos resultados socioeconómicos claves: la desigualdad y la pobreza. Por ejemplo, el estudio comparado de la pobreza infantil usando la base de microdatos armonizada Luxembourg Income Study (LIS) nos permite evaluar el papel de las instituciones del mercado, las instituciones del Estado, y la desigualdad en la pobreza infantil, su conformación, crecimiento o reducción. 


			El LIS creó un concepto analítico y metodológico de alta calidad, el ingreso del hogar disponible (Rainwater y Smeeding, 2004), para capturar el ingreso del hogar post-impuestos y transferencias del Estado. El enfoque analítico del LIS consiste en la construcción de un paquete de ingresos para representar a las diferentes fuentes de ingresos del hogar, esto es, el ingreso de mercado (ingreso laboral y por capital), el ingreso por transferencias privadas (remesas, transferencias entre hogares, cuota alimentaria), y el ingreso del hogar disponible (transferencias del Estado: políticas universales, focalizadas, relacionadas con el trabajo; jubilación privada y pública; transferencias privadas; menos los impuestos al trabajo y otras prestaciones sociales). Mediante el uso de un paquete de ingresos es posible separar analíticamente la pobreza infantil generada por el mercado, pre-impuestos y transferencias del Estado, de la pobreza infantil post-impuestos y transferencias del Estado, esto es, nos permite analizar cuál es la capacidad redistributiva del Estado y en qué medida el Estado vía impuestos y transferencias sociales reduce la pobreza infantil (Atkinson, 2004; Gornick, Ragnarsdóttir y Kostecki, 2013; Brady, Finnegan, y Hübgen, 2017; Cai y Smeeding, 2019; Chen y Corak, 2008; Rainwater y Smeeding, 2004; Gornick y Jantti, 2012). 


			A diferencia de los enfoques macroeconómicos que tienen en cuenta la proporción del PBI que los Estados destinan a las políticas sociales para analizar en qué medida el Estado reduce la pobreza infantil, una base de microdatos como el LIS nos permite analizar la capacidad redistributiva del Estado a partir del ingreso que reciben los hogares. De este modo, el análisis desagregado de las diversas fuentes del ingreso de los hogares nos permite entender cuál es el papel de la desigualdad y cuál es el rol de las instituciones del mercado y del Estado en el incremento o en la reducción de la pobreza infantil. Al comparar la tasa de pobreza infantil según el ingreso de mercado y el ingreso disponible es posible capturar no solo la magnitud de la reducción de la pobreza infantil post-impuestos y transferencias del Estado sino también cuánto contribuye y por qué contribuye el Estado al ingreso de los hogares. 


			La medición de la pobreza infantil en Argentina presenta limitaciones para hacer un análisis comparado de la pobreza infantil a partir del ingreso de los hogares. Por un lado, Argentina no forma parte aún del Luxembourg Income Study, lo cual nos impide incluir a Argentina para realizar el análisis comparado entre países y a lo largo del tiempo que es habitual entre las/os investigadores que usan el LIS. Cuba y Venezuela son dos de los países de América Latina que junto con Argentina todavía no se han incorporado al LIS. Cabe recordar que la base de microdatos del LIS es la mayor base de microdatos sobre ingreso, concentra el mayor número de países (más de 50) y ha sido utilizada por un gran número de investigadoras/es en los últimos treinta años. Por otro lado, la medición del ingreso es deficitaria porque las/os investigadores no pueden separar los impuestos del ingreso laboral, y no pueden desagregar las fuentes del ingreso que provienen de una variedad de políticas sociales: universales, focalizadas, o vinculadas al trabajo, lo cual les impide realizar un análisis pormenorizado de las políticas sociales que contribuyen o no a reducir la pobreza infantil. 


			


			Las medidas alternativas y multidimensionales de la pobreza


			


			El enfoque de las capacidades y las necesidades desarrollado por Sen (1976) permite definir la pobreza como la imposibilidad de alcanzar un nivel mínimo de capacidades básicas para el sostenimiento de la vida y cuya privación obstaculiza el desarrollo de otras capacidades. Las capacidades infantiles alcanzadas en el marco de determinados recursos se asocian a factores como la edad del niño/a, su evolución, la calidad y cantidad de interacciones con sus principales cuidadores, entre otros. El desarrollo de capacidades cuando se es niño/a se ve restringido o ampliado conforme se incrementa la edad de aprendizaje y la madurez del niño/a, los recursos con que cuentas las familias de crianza, y las estructuras de oportunidades que ofrecen los Estados, mercados y sociedad en su conjunto. Es así como cabe considerar en el caso de la infancia un proceso de desarrollo de capacidades (y funcionamientos) dinámico, cambiante y que evoluciona en el proceso de crecimiento y desarrollo del niño/a (Lansdown, 2005; Comim, Ballet, Biggeri e Iervese, 2011; Alkire, 2002; Max-Neef, 1987; Nussbaum y Glover, 1995; Doyal y Gough, 1994, Boltvinik, 2003). 


			Asimismo, la infancia se define como un proceso relacional en el que adquieren relevancia la relación con los adultos de referencia primarios y secundarios, los grupos de pares, entre otros, pero en la que, él punto de vista del niño/a y su experiencia vital, y percepción de sus relaciones sociales son fundamentales en términos de construcción de conocimiento, y reconocimiento de sus derechos. Nociones como las de capacidades (y funcionamientos) y necesidades, y bienestar adquieren más complejidad cuando se trata de privaciones que experimentan niños/as. La situación de pobreza expone al niño/a, a múltiples privaciones en el espacio de la alimentación, la vestimenta, lo habitacional, la salud, pero también a la estimulación emocional, intelectual y social que supone el vínculo con adultos de referencia y grupos de pares. Es por ello, que adicionalmente se valora el enfoque de derechos y la perspectiva multidimensional como medida desde donde definir la pobreza infantil. Justamente, el enfoque de los derechos humanos también propone umbrales para la definición de la pobreza. Y, se trata de parámetros sustantiva como contribución al debate de la cuestión, en tanto se establece el marco legal (normativo) como umbral de privación inaceptables y exigible en su cumplimiento a los Estados (Pemberton, Gordon y Nandy, 2012). 


			El enfoque de derechos permite legitimar umbrales y parámetros de privaciones y adicionalmente su exigibilidad, y en este sentido, salda la discusión en torno a cuáles son las privaciones más urgentes en tanto los derechos son indivisibles. La legitimidad de esta manera integral de representar el ideario humano reside en el hecho de que el desarrollo humano se encuentra resguardado y promovido por la sumatoria de derechos individuales, sociales, políticos y culturales de alcance internacional que la humanidad ha ido incorporando al ritmo del progreso de la civilización (Salvia y Tami, 2004). Este marco normativo, en el caso de la infancia, lo ofrece los derechos declarados en la Convención de los Derechos del Niño (ONU, 1989), y las normativas locales de cada país. 


			En este marco fructífero de ideas, en las últimas dos décadas, han ganado impulso las propuestas multidimensionales de pobreza. Se reconoce, de modo cada vez más amplio, que la pobreza es un fenómeno que involucra diversas dimensiones relativas al desarrollo humano y en particular en la infancia. Se reconocen, en este sentido, relevantes aportes orientados a definir y medir la pobreza infantil (Minujin, Delamónica y Davidziuk, 2006; Alkire 2009; Minujin 2012; Cepal-Unicef, 2013; Gordon 2012; Nandy 2015; Guio 2018). Las mismas coinciden en que existe la necesidad de considerar las múltiples dimensiones en las que se expresa el fenómeno, pero se distinguen al definir qué se entiende por pobreza infantil, y sobre cómo establecer los umbrales de esta. En este sentido, son amplios los acuerdos en torno a la necesidad de considerar las múltiples dimensiones en que se expresa el fenómeno. 


			En resumen, algunas de las propuestas desarrolladas guardan sinergia con un enfoque de derechos (Coneval, 2010; Cepal-Unicef, 2013; De Neubourg 2012), otras se ajustan al marco conceptual de las capacidades de Sen (1976), o con el enfoque de privaciones socialmente consensuadas (Unicef, 2012). Estos antecedentes de la cuestión reconocen otras medidas denominadas directas que procuran captar los niveles de vida de las personas en diferentes dimensiones del bienestar y que se consideran complementarias de las mediciones de ingreso. 


			En el caso especial de la población infantil, los métodos directos son especialmente valiosos, dado que permiten el monitoreo de necesidades especiales para el correcto desarrollo de las niñas y los niños –como el acceso a estímulos socioculturales y/o al juego– y también permite captar necesidades que no siempre responden a mercados competitivos o que, no tienen mercados en absoluto, como la protección contra el trabajo infantil y violencia doméstica, entre otros (Gordon 2000).


			Los principales enfoques para abordar este tipo de índices de pobreza multidimensional infantil se desprenden principalmente de los estudios de Sen (1992) sobre las capacidades, como lo es el Oxford Poverty and Human Development Initiative (OPHI), y de la teoría de la pobreza relativa de Townsend (1962). El indicador MODA toma un enfoque de derechos, donde el umbral de la pobreza está delimitado por los derechos de las niñas, niños y adolescentes, generando así una presión legal sobre la sociedad, mientras que el indicador de privaciones materiales desarrollado por el equipo de la Universidad de Bristol adopta un enfoque de privaciones socialmente percibidas.


			Avances normativos y retos asociados a la medición de la pobreza


			Estos antecedentes terminan siendo coincidentes con lo que se estableció a través de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS, 2015) que cuentan con la adhesión de casi todos los gobiernos del mundo, y que en la meta 1.2 establecer “reducir al menos a la mitad la proporción de hombres, mujeres y niños de todas las edades que viven en la pobreza en todas sus dimensiones de acuerdo con las definiciones nacionales, para el 2030”. Adicionalmente, los ODS establecen como meta el “poner fin a la pobreza en todas sus formas en todo el mundo”, y “reducir al menos a la mitad la proporción de hombres, mujeres y niños de todas las edades que viven en la pobreza en todas sus dimensiones con arreglo a las definiciones nacionales”. Asimismo, estimula a “poner en práctica a nivel nacional sistemas y medidas apropiadas de protección social para todos, incluidos niveles mínimos, y, para 2030, lograr una amplia cobertura de los pobres y los vulnerables”. Es decir, que los ODS promueven la medición de la pobreza en sus múltiples dimensiones con el reto de avanzar en la identificación de poblaciones especialmente vulnerables como las infancias.


			En este sentido, se torna prioritario progresar en los diagnósticos locales y propuestas específicas de medición para países como la Argentina que carecen de medidas oficiales de la pobreza infantil de tipo multidimensionales. En este país, la infancia es considerada en las publicaciones oficiales como un grupo de edad al que le es extensible la estimación de la pobreza monetaria de sus hogares. Si bien este dato es relevante para identificar la particular vulnerabilidad de la infancia a la pobreza en relación con otros grupos de edad, es una información muy parcial en términos de las múltiples dimensiones que condicionan el desarrollo de capacidades y el ejercicio de derechos humanos. 


			Sobre los aportes de esta publicación colectiva


			La evidencia es importante, y este libro realiza un aporte más, respecto a cuáles son los diferentes aspectos de las condiciones de vida de la niñez y de las adolescencias en el país que son deficitarias y profundamente desiguales. Ello se evidencia en el espacio de la alimentación por desnutrición pero principalmente por malnutrición, en el espacio del medio ambiente de vida y el acceso a servicios básicos como el agua segura y la red de cloacas, pero las privaciones también se experimentan en el espacio emocional, sortear el maltrato físico y/o verbal como forma de disciplinar a los niños/as, tener limitaciones en el ejercicio del juego autónomo en el espacio público como consecuencia de la inseguridad, carecer de ofertas educativas de calidad, y atención de la salud a tiempo y oportuna, entre otras privaciones de orden no monetario. Experimentar la pobreza en la adolescencia puede exponer a los jóvenes a la explotación económica y/o doméstica. Esto favorece la deserción escolar de los mismos, la propensión a enfermedades y accidentes, entre otras vulnerabilidades sociales que condicionan el ejercicio de otros tantos derechos humanos y sociales básicos que pueden condicionar el desarrollo de capacidades. 


			Convencidas de la importancia que reviste la pobreza infantil en las sociedades del mundo y de modo particular en la Argentina, se propone esta publicación que reúne nueve capítulos además de la introducción, los cuales abordan el tema desde diferentes enfoques conceptuales, disciplinas, propuestas metodológicas y fuentes. Se considera prioritario continuar la revisión de propuestas conceptuales y metodológicas de aproximación a la pobreza infantil que consideren los desafíos de construcción de conocimiento específico sobre esta categoría social que es la infancia, pero también de comparabilidad de las mediciones en el tiempo y entre diferentes dominios, y como insumo de política pública y de agenda de la opinión pública. 


			Parece de relevancia ampliar el diagnóstico de la pobreza infantil a diferentes disciplinas para evitar los importantes sesgos que se producen en el diseño de políticas públicas y criterios de elegibilidad de las poblaciones participantes de los programas sociales que por lo general se encuentran orientados únicamente por medidas de pobreza monetarias o criterios basados en aspectos laborales. Como señalamos al principio de esta introducción, hace falta pensar la pobreza infantil del mismo modo que se pensaron los sistemas de protección social para las/os mayores de 65 años cuando se crearon los Estados de bienestar. El objetivo fue prevenir la pobreza no simplemente monitorearla a través de programas sociales, y proveer a las familias de un ingreso sin ataduras a su condición laboral y sin criterios de elegibilidad diferenciados según la condición socio-económica de la población. La lógica que subyace a esta política es que nadie que lo necesita se quede sin protección, mientras que la lógica de la política actual es que nadie que no lo necesita reciba asistencia del Estado. Evidentemente, considerando las altas tasas de pobreza infantil, hay niñas/os que lo necesitan que no están recibiendo la protección social adecuada. Sabemos, como muestra la literatura, que un ingreso para familias con niñas/os no es suficiente para reducir la pobreza infantil. Además de transferencias del gobierno universales, hacen falta políticas focalizadas, un salario mínimo decente y actualizado al costo de vida, y un sistema tributario progresivo –directos e indirectos– (Aerts, Marx y Parolin, 2022; Bradbury, Jäntti y Lindahl, 2018; Chen y Corak, 2008; Pressman, 2011; Maldonado y Nieuwenhuis, 2014; Gornick y Jantti, 2012; Lo Vuolo et al., 2004). 


			La selección de las/os autoras/es y los temas se realizó pensando en representar en este volumen la multiplicidad de enfoques analíticos, metodologías y fuentes que se usan para dar cuenta de la complejidad de la pobreza infantil. Siguiendo un orden alfabético, el volumen comienza con el capítulo a cargo de Carla Arévalo y Jorge Paz, quienes realizan un análisis pormenorizado de la pobreza infantil en Argentina a nivel nacional y provincial. Los autores usan las diversas fuentes de datos oficiales para el estudio de la pobreza infantil en la Argentina: la Encuesta Permanente de Hogares, total urbano (EPHU), la Encuesta Nacional Gastos de los Hogares (ENGH), la Encuesta Anual de Hogares (EAH) de la Ciudad de Buenos Aires y la Encuesta de Condiciones de Vida (ECV) de la provincia de Mendoza. Asimismo, utilizan dos definiciones de pobreza: la pobreza monetaria y las privaciones de derechos asociadas a carencias materiales actuales, como vivir en una vivienda con edificación precaria, o asociadas a consecuencia de carencia futura, como no asistir a la escuela. Los derechos seleccionados están listados en la Convención de los Derechos del Niño (CDN). Los autores identifican y analizan las fuentes de datos, describen sus características, potencialidades y limitaciones. Asimismo, comparan los resultados obtenidos con cada una de estas fuentes usando tasas de prevalencia de las variables focales, pobreza por ingresos y privaciones de derechos, y análisis multivariado. 


			Camila Arza propone un análisis comparado de las políticas de licencia por nacimiento y de cuidados, también llamadas de conciliación de familia y trabajo, en dieciocho países de América Latina. Los países analizados ofrecen licencias por maternidad por debajo del piso de 18 semanas recomendado por la OIT, y algunos también por debajo de 14 semanas, mientras que las licencias para padres, por paternidad o parentales, son limitadas. Las mujeres que tienen empleos informales no acceden a estes beneficios. Los beneficios se concentran en las familias de mayor nivel socioeconómico y que tienen empleos formales. La autora sostiene que el sistema es limitado, maternalista y desigual. Si se trata de crear un sistema de políticas familiares igualitario, a las políticas por nacimiento hay que sumarle los servicios de cuidados a tiempo completo desde la primera infancia. La expansión del sistema de protección social tiene que ser horizontal para evitar la división del empleo entre formal e informal. De este modo, los sistema de protección de la maternidad en América Latina tienen que incluir a trabajadoras/es informales y a las ocupaciones desprotegidas. Y se las tiene que integrar en un sistema de cuidados ampliado, desde el nacimiento hasta la incorporación escolar, que contribuya a la incorporación en el mercado de trabajo de padres y madres luego de las licencias y contribuyan de esta manera a conciliar familia y trabajo. 


			Laura Frasco Zuker, Pablo de Grande y Valeria Llobet, abordan la pobreza y trabajo infantil como fenómenos estrechamente conectados. En este capítulo, se propone una aproximación hacia sus relaciones teóricas y empíricas a partir de la revisión de literatura especializada y a partir de hallazgos empíricos en una investigación de corte etnográfico. Una investigación etnográfica localizadas en la provincia de Misiones sobre el trabajo infantil en la minería de piedras semipreciosas que permite considerar la actividad económica infantil en el marco de las transformaciones productivas locales y el papel de tal actividad económica en la reorganización de las relaciones familiares y los sentidos de la infancia. A partir de esta propuesta, se argumenta que los enfoques preponderantes sobre pobreza y trabajo infantil invisibilizan dimensiones sustantivas que componen la experiencia de la pobreza para niñas y niños, así como las formas de participación en actividades productivas y reproductivas en los hogares. Se considera necesario incorporar la densidad de relaciones sociales en las que la pobreza cobra sentido, y también las prácticas e intervenciones estatales en torno a estos fenómenos


			Marcela F. González propone realizar un análisis desagregado del ingreso de los hogares en situación de pobreza con niñas/os con el objetivo de comparar entre países y al interior de cada uno de los países cuál es la capacidad redistributiva del Estado tomando como caso de estudio la pobreza infantil. La autora usa la base de microdatos armonizada Luxembourg Income Study y compara Brasil, Colombia, Panamá, Perú, Rusia y Sudáfrica. Se incluyeron estos países porque el acceso al ingreso bruto permite evaluar en cada país en qué medida los impuestos y las transferencias del gobierno reducen la pobreza infantil generada por el mercado. Se creó un paquete de ingresos para incluir una variedad de definiciones de ingreso en base a las diversas fuentes de ingreso de los hogares: el ingreso de mercado (IM), el ingreso por transferencias privadas (IM+TP), y el ingreso disponible o el ingreso post-impuestos y transferencias del gobierno (IHD). Se usan las últimas series temporales disponibles en el LIS para los seis países, 2010-2013-2016, el cual coincide con el período post-crisis de 2008. La autora compara entre los seis países la tasa de pobreza relativa medida al 40, 50, y 60 por ciento de la mediana de ingreso para cada uno de los ingresos incluidos en el paquete de ingresos en las siguientes edades: 0-17 años, 0-5 años y 6-17 años, y en los siguientes tipos de hogares: hogares monomarentales y hogares biparentales. También se analizan y comparan dos resultados socioeconómicos claves: el coeficiente de desigualdad, Gini, y la tasa de pobreza de la población total. 


			Fernando Longhi y Solana Asfora se proponen conocer la magnitud, alcance y distribución de la pobreza infantil en el Norte Argentino y georreferenciar él fenómeno. Se toma como fuente de información los Censos Nacionales de Población, Hogares y Viviendas (INDEC) de 2001 y 2010, y a partir del mismo se analiza el fenómeno de la pobreza infantil, con las limitaciones y potencialidades que ofrece la fuente de datos. El abordaje se realiza a partir del método de las necesidades básicas insatisfechas que sin dudas constituye una de las primeras propuestas de medición multidimensional de la región. Los análisis se realizan con diferentes niveles de desagregación sociodemográfica procurando representar uno de los territorios más postergados de la Argentina, como es el Norte Grande Argentino y en particular sus infancias. El capítulo permite evidenciar la persistencia de la pobreza infantil en los territorios durante la primera década del s.XXI, y concentración espacial en las provincias de Chaco, Formosa y Santiago del Estero. Por último, la representación geográfica del fenómeno en cartografía de la región evidencia, una vez más, su valor metodológico para la gestión de las políticas públicas. 


			Santiago Poy a partir de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) y el ingreso monetario del hogar indaga sobre cómo inciden las formas de participación laboral (principalmente, la intensidad laboral) y el tipo de inserción socio-ocupacional (formal o informal) de los padres en la pobreza que sufren las/os niñas/os y adolescentes que viven con ellos/as. También incorpora el papel que juegan factores contextuales y sociodemográficos, como los arreglos de corresidencia o la composición familiar, y mediante el uso de simulaciones contrafácticas explora los efectos sobre el riesgo de pobreza infantil de cambios en las características ocupacionales de los padres (intensidad laboral e ingresos) y en los sistemas de protección social (montos transferidos). El autor sostiene que las características ocupacionales de los padres explican en gran medida la pobreza de las niñas/os y adolescentes. La penalidad asociada a la informalidad de los padres es mayor cuando los padres tienen altas dedicaciones horarias. Lo cual permite concluir al autor que en el contexto de informalidad laboral, cuando los padres aumentan el número de horas trabajadas el ingreso sigue siendo insuficiente por la baja calidad del empleo, lo cual a su vez repercute sobre la pobreza de niñas/os y adolescentes. El perfil de la demanda de empleo en nuestro país restringe los alcances de una activación laboral. Los ingresos sitúan a las familias en la pobreza. El crecimiento económico resulta insuficiente cuando los beneficios se concentran en las familias con mayor capital social o cultural y un perfil ocupacional de tipo formal. Y los esfuerzos de redistribución y de contribución al ingreso de los hogares pobres por parte del Estado es insuficiente por los montos y focalización. 


			María Eugenia Rausky se enfoca en la revisión de las políticas orientadas a la infancia en situación de calle. Una de las manifestaciones de la pobreza infantil es la presencia de niños y niñas en la calle, un fenómeno urbano que ha sido analizado extensamente por las ciencias sociales, tomando como horizonte analítico la perspectiva de la exclusión social. En el caso argentino, hacia los años ´90, las transformaciones en su tejido social dieron lugar a que la situación de calle infantil se consolide como práctica social representada. En este capítulo, de los diferentes aspectos que sociológicamente pueden analizarse sobre esta población, se focaliza en la revisión de las políticas que desde la provincia de Buenos Aires se diseñaron para atenderla, enfatizando en los vínculos entre el Estado y estos sujetos. Los ejes analíticos que recorren la presentación se orientan hacia la comprensión del modo en que se ha construido el problema de los niños y niñas en situación de calle, el tipo de abordajes y dispositivos que se proponen para su atención, las concepciones que subyacen sobre la niñez en dichos discursos y los cambios, y continuidades que se observan en los mismos desde la recuperación democrática hasta el año 2015. 


			Soledad Segretin y Sebastián Lipina, analizan los efectos de a la pobreza en el desarrollo cognitivo de las niñas/os y realizan una serie de propuestas para prevenir, limitar y remediar el impacto negativo de la pobreza infantil. Durante las últimas dos décadas, la investigación psicológica y neurocientífica del desarrollo autorregulatorio en contextos de pobreza incrementó significativamente. En este contexto, el capítulo presenta una síntesis de la evidencia psicológica y neurocientífica de las últimas dos décadas sobre: (a) el desarrollo autorregulatorio en contextos de pobreza; (b) la identificación de moduladores de las asociaciones entre diferentes indicadores de pobreza y aspectos relacionados con la autorregulación; y (c) las posibilidades de modificación de distintos aspectos autorregulatorios a través de diferentes modalidades de intervención. Los autores señalan que la interpretación de la evidencia disponible puede tomar diferentes sentidos y proponen diferenciar las formas de concebir el desarrollo autorregulatorio que toman en cuenta parcialmente la complejidad de factores involucrados, de aquellas otras que consideran la interdependencia de fenómenos que se verifican simultáneamente en un mismo nivel y en diferentes niveles de organización.


			Por último, se presenta una perspectiva sintética sobre las implicaciones científicas de tales hallazgos, en términos de cuáles serían las nuevas direcciones de investigación orientadas a (a) promover la construcción de conocimiento sobre desarrollo autorregulatorio en contextos de pobreza que atienda la exploración de interdependencias en el contexto de una fenomenología que se expresa a diferentes niveles de organización; y (b) que en consecuencia contribuyan a visibilizar las diferencias individuales y contextuales que caracterizan diferentes trayectorias. 


			Ianina Tuñón y Nicolás García Balus resumen la experiencia teórico-metodológica de medición de la pobreza infantil en la Argentina urbana de los últimos diez años en el marco del Observatorio de la Deuda Social Argentina. En el capítulo se pone en valor los aportes que se han realizado desde lo conceptual y metodológico a la construcción de medidas de pobreza multidimensional infantil, coincidiendo en que existe la necesidad de considerar las diversas dimensiones en las que se expresa el fenómeno, pero distinguiéndose al definirlo, y al cómo establecer los umbrales de este. Asimismo, se emprende el ejercicio de definición de la pobreza infantil para el caso argentino estableciendo un diálogo con otros enfoques, antecedentes y fuentes de datos disponibles. Se realizan un conjunto de ejercicios metodológicos de construcción y evaluación de las propiedades del índice propuesto en términos de validez, fiabilidad y aditividad, y resultados para el caso de la Argentina. Los resultados se propone analizarlos en clave de insumos de políticas públicas. 


			Para concluir, queremos agradecer al director de la colección de Políticas Públicas, Ciepp-Miño y Dávila, Rubén Lo Vuolo, quien aceptó la propuesta de este volumen desde un primer momento y nos brindó la confianza y libertad para que organizáramos el libro que teníamos en mente. Queremos agradecer a las autoras y autores de cada uno de los capítulos del libro por su participación a lo largo de un año en diferentes actividades que tuvieron el objetivo de trabajar en los capítulos por etapas y conversar de manera conjunta sobre el trabajo que cada una/o estaba realizando. Les agradecemos la seriedad, responsabilidad y excelencia con la que encararon este proyecto dando lugar a contribuciones sumamente ricas y fundamentales. Cuando uno escribe o edita un libro siempre tiene como horizonte el libro le gustaría leer. Este libro es el producto del trabajo de investigación de un conjunto de investigadoras/es que han dedicado muchos años al estudio de una variedad de temas que se relacionan con la pobreza infantil. Esperamos que las/os lectoras/es también encuentren en esta edición el libro que esperaban leer. 
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			La medición de la pobreza infantil con datos oficiales. Desafíos, tensiones y aportes en pos del análisis de las desigualdades


			Carla Arévalo1


			Jorge Paz2


			Introducción


			Las políticas de reducción de la pobreza marcan una línea de base y se proponen logros bien determinados en términos cuantitativos. Así, por ejemplo, las dos primeras metas Objetivo de Desarrollo Sostenible N° 1 (ODS-1) de Naciones Unidas están formuladas en los siguientes términos: a) para 2030, erradicar la pobreza extrema para todas las personas en el mundo, actualmente medida por un ingreso inferior a 1,25 dólares al día; b) para 2030, reducir al menos a la mitad la proporción de hombres, mujeres y niñas y niños de todas las edades que viven en la pobreza en todas sus dimensiones con arreglo a las definiciones nacionales. Focalizar esfuerzos para la mitigación de la pobreza infantil es clave para la reducción de la pobreza general; primero, porque, como se verá, las infancias están sobre representadas en la población pobre, y segundo, porque liberar a las niñas y niños de la pobreza significa romper con la capacidad que tiene este fenómeno de transferirse de generación en generación y de perpetuarse en la vida adulta de las niñas y niños. La formulación y el monitoreo del objetivo de la reducción de la pobreza general e infantil requieren contar con una medida resumen de las privaciones materiales de la población, tanto monetarias como no monetarias. Esta manera de abordar el análisis de la pobreza destaca la importancia de contar con un dato robusto y sintético de pobreza general y pobreza infantil, lo que claramente depende, al menos, del tipo de enfoque utilizado, de la medida seleccionada y de la fuente de datos que sirve de insumo para su cálculo. 


			En los últimos años, hubo un desarrollo y progresiva consolidación de metodologías para la medición de la pobreza con una perspectiva que considera sus múltiples dimensiones. Estos índices compuestos que sintetizan y reflejan carencias en diferentes aspectos del bienestar se consideran complementarios a la medición tradicional de la pobreza monetaria. La perspectiva multidimensional procura definir e identificar a la pobreza abarcando buena parte de la complejidad que la caracteriza y que va más allá de la escasez de ingresos monetarios. Con esto, reconoce que existen carencias que no se resuelven con la suficiencia de ingresos, como puede ser, por ejemplo, el acceso a un sistema sanitario seguro, o acceso a red de cloacas. A su vez, esta mirada sobre la pobreza puede considerarse más eficaz en la identificación de niñas y niños pobres, en tanto ellas/os no tienen capacidad de generar ingresos para superar la pobreza monetaria. Sin embargo, la construcción de un índice de múltiples privaciones o de pobreza multidimensional no está libre de cuestionamientos y limitaciones que serán profundizados en este capítulo.


			Los resultados obtenidos en este estudio conducen a cuestionar no sólo el problema clásico discutido en torno a los indicadores de bienestar, pobreza y privaciones (¿basta con contar con una medida simple de pobreza infantil, tal como la pobreza monetaria? ¿Es necesario incorporar otras dimensiones en la medición de la pobreza en infancia?), sino también a plantear la capacidad suficiente de las fuentes oficiales para identificar a niñas y niños en situación de pobreza y privaciones ¿Las pistas que proporcionan los datos oficiales son consistentes? ¿Hacen posible establecer prioridades para la acción del Estado en este sentido? ¿Permiten guiar de una manera robusta los lineamientos de una política pública encaminada a la erradicación de la pobreza infantil? Anclado en estos interrogantes, el objetivo de este capítulo es triple: i) identificar las fuentes de datos para el estudio de la pobreza infantil en la Argentina, describir sus características, potencialidades y limitaciones y comparar resultados usando tasas de prevalencia de las variables focales (pobreza por ingresos y privaciones de derechos) y análisis multivariado. Los requisitos que debe cumplir una fuente para formar parte de esta revisión son que haya sido implementada por el Estado y que se encuentre en un formato que pueda ser usado por las personas que realizan investigación aplicada. Además, debe contener información de niñas/os según la definición de la Convención de los Derechos del Niño (UN, 1989), personas que tengan menos de 18 años.


			Metodología


			


			En esta sección se expone la metodología usada para el análisis de la pobreza infantil en la Argentina. Se tiene en cuenta en todos los casos que la unidad de análisis es la niña o niño, aunque se indaga también sobre aspectos del hogar que impactan claramente sobre su bienestar, tales como el acceso al saneamiento básico, a una vivienda adecuada y al agua potable.


			La metodología usada para la comparación de fuentes de datos oficiales consta de tres pasos: una presentación de las fuentes de información disponible, una evaluación de la prevalencia de la pobreza infantil que arrojan las fuentes incluidas en el estudio, evaluación que incluye tanto las variables focales (pobreza por ingresos y privaciones de derechos) como aquellas que conforman los determinantes asociados a los niveles de pobreza infantil.


			Fuente de datos


			Los datos usados en las comparaciones entre series provienen de fuentes oficiales: la Encuesta Permanente de Hogares, total urbano (EPHU), la Encuesta Nacional Gastos de los Hogares (ENGH), la Encuesta Anual de Hogares (EAH) de la Ciudad de Buenos Aires y la Encuesta de Condiciones de Vida (ECV) de la provincia de Mendoza. 


			Variables


			Este documento trabaja con dos “formas” de pobreza infantil: la pobreza monetaria y las privaciones de derechos asociadas a carencias materiales actuales, como vivir en una vivienda con edificación precaria, o asociadas a consecuencia de carencia futura, como no asistir a la escuela. Los derechos seleccionados están listados en la Convención de los Derechos del Niño (CDN): derecho a la educación, a la protección social, a una vivienda adecuada, al saneamiento básico, acceso al agua segura y a un hábitat seguro. Como se ve en el Cuadro 1, además de asociar las dimensiones de pobreza infantil a los derechos listados en la CDN, se distinguen gradientes de privación, entendiendo por tal la severidad de la privación experimentada por niñas y niños. La última columna del cuadro contiene también el ODS al que puede asociarse cada una de las dimensiones listadas. En el análisis que sigue no se usan los gradientes diferenciados en el Cuadro 1 y se consideran solamente las privaciones totales: moderadas y severas.


			Cuadro 1: Dimensiones, indicadores, artículos de la CDN y ODS asociados – Niñas y niños


			

				

					

					

					

					

					

					

				

				

					

							

							Dimensión


						

							

							No privado


						

							

							Privación moderada


						

							

							Privación severa


						

							

							CDN


						

							

							ODS


						

					


					

							

							Educación


						

							

							 (4-17) Asiste sin retraso


						

							

							(9-17) Asiste con retraso


						

							

							(4-17) No asiste


						

							

							28 (1 a, b y e)


						

							

							4


						

					


					

							

							Protección social


						

							

							 (0-17) No es elegible o es elegible y recibe ayuda y (5-17) no trabaja


						

							

							(0-17) Es elegible y recibe programa de protección social, pero (5-17) trabaja


						

							

							(0-17) Es elegible y no recibe ayuda.


						

							

							32


						

							

							8


						

					


					

							

							Vivienda adecuada


						

							

							Vivienda sin hacinamiento, con piso y techo adecuados y tenencia segura


						

							

							(0-17) Vivienda con hacinamiento o piso y techo deficientes o tenencia insegura


						

							

							(0-17) Vivienda con hacinamiento crítico o piso y techo deficientes y tenencia insegura


						

							

							27


						

							

							11


						

					


					

							

							Saneamiento básico


						

							

							Tiene baño adecuado de uso propio


						

							

							 (0-17) Tiene baño inadecuado o baño compartido.


						

							

							 (0-17) Tiene baño inadecuado y compartido o


							no tiene baño.


						

							

							24 (2 c)


						

							

							6


						

					


					

							

							Acceso al agua segura


						

							

							Tiene acceso al agua corriente de red dentro de la casa.


						

							

							(0-17) Tiene agua fuera de la vivienda o de fuente insegura


						

							

							(0-17) Tiene agua fuera de la vivienda y de fuente insegura


						

							

							24 (2 c)


						

							

							6


						

					


					

							

							Hábitat seguro


						

							

							Vive en una zona alejada de basural y no inundable.


						

							

							(0-17) Vive en una zona inundable.


						

							

							(0-17) Vive cerca de un basural y en una zona inundable


						

							

							27


						

							

							1


						

					


				

			


			Fuente: Elaboración propia.


			


			Los derechos humanos son indivisibles, interdependientes, complementarios y no tienen entre ellos un orden de jerarquía. Esto implica que, si se acepta que cada dimensión representa un derecho y dado que los derechos humanos están relacionados entre sí,3 la vulneración de algún derecho en particular significa poner en peligro el conjunto de la dignidad de la persona, por lo que el disfrute de algún derecho no puede hacerse a costa de los demás. Si se logra que cada dimensión se corresponda con un derecho humano, entonces la privación en una sola dimensión basta para considerar que una niña o un niño registran una privación o vulneración de derecho. En la terminología de la literatura de pobreza multidimensional esto implica que se adopta el llamado “enfoque de la unión” (Alkire y Foster, 2011). Cabe aclarar que la asociación entre el o los indicadores de cada dimensión y el derecho humano asociado no es estricta y es una tarea muy complicada el lograr una compatibilidad perfecta (Pemberton et al., 2012).


			Una limitación adicional radica en que los derechos contemplados por, por ejemplo, la CDN superan los que pueden medirse con las encuestas a hogares. En este sentido puede decirse que la lista contemplada en el Cuadro 1 es una muestra de un universo de derechos que la misma no puede abarcar. Además, cabe advertir que las medidas sintéticas calculadas son sensibles a la cantidad de dimensiones (Boltvinik, 1992), por lo que la estimación que puede hacerse con una encuesta a hogares estará siempre subestimando el nivel de las privaciones, las que se supone, superan aquéllas que pueden ser medidas.


			La pobreza por ingresos se calcula de la manera habitual: se clasifica al hogar, y la condición de pobreza que es común a todos sus integrantes. Para el cálculo de los perfiles de pobreza monetaria se usaron las líneas de pobreza provistas por los informes de prensa de INDEC. También se usaron las escalas de adultos equivalentes que figuran en esos reportes.4


			En términos simbólicos, el indicador de privaciones múltiples y superpuestas (IPMS) puede expresarse de esta manera:


			IPMSi = max{Ei, PSi, VAi, SBi, AAi},


			donde Ei es el indicador de privación en educación, PSi de protección social, VAi de acceso a una vivienda adecuada, SBi al saneamiento básico y AAi del acceso al agua. Dado que todos estos indicadores pueden tomar sólo dos valores, la niña o el niño estará privada/o, si cualquiera de estos indicadores asume el valor 1. Por el principio de indivisibilidad del Enfoque de Derechos se supone que en la función anterior hay un ponderador (irrelevante en este contexto) que asume valor 1 para cada componente (dimensión) del lado derecho.


			Por su parte, la garantía del derecho correspondiente y el principio de universalidad establece que:


			IPMSA = IPMSB = ··· = IPMSN = 0,


			lo que implica ausencia de privaciones, e igualdad para los grupos definidos de cualquier manera: según raza, género, residencia, nivel socio-económico, etc., alguno de los que se usan para la construcción de los perfiles y como variables independientes en las regresiones.


			Pobreza y privaciones en la niñez en la Argentina: Panorámica 


			


			A partir de la construcción de tasas de pobreza infantil monetaria y no monetaria, esta sección busca, en primer lugar, contextualizar el tema de la pobreza infantil y de las privaciones de derechos en la Argentina usando una única fuente de datos oficial: la Encuesta Permanente de Hogares (EPH). Se verá cómo una fuente que logra consolidarse a lo largo del tiempo puede proporcionar valiosas pistas a los responsables de formular, diseñar e implementar políticas públicas. Luego, se compararán algunos de estos resultados obtenidos con otras fuentes de información, también oficiales. 


			


			La situación actual


			


			Una primera evaluación de la pobreza infantil en general advierte que su magnitud supera ampliamente la pobreza en las edades adultas. Una niña o un niño tienen una probabilidad mucho más elevada de vivir en la pobreza que una persona adulta. Este hecho revela que al menos por la manera en que se mide la prevalencia de la pobreza infantil por ingresos, los hogares pobres tienen una estructura joven: hay en ellos muchas más personas menores de 18 años que en los hogares no pobres. En la Argentina, la pobreza infantil monetaria es 4,8 veces más alta que la del grupo de edad más avanzado, y la brecha etaria es mucho más alta entre los hombres que entre las mujeres (Gráfico 1, Panel A). Lo anterior implica que para una tasa de prevalencia del 40% para la población total, la pobreza infantil de ambos sexos se situó en un nivel del 55%.


			La tarea de comparar privaciones de derechos (no monetarias) entre grupos de edad, exige apelar a un marco conceptual para definir las dimensiones relevantes para cada grupo, que definen privaciones a lo largo del ciclo vital de las personas. Para mencionar un ejemplo, la educación es una dimensión mucho más importante para el grupo de 6 a 17 años que para el de 80 y más; mientras que la salud adquiere más relevancia cuanto mayor es la edad de las personas.5 El tema conduce a la pregunta ¿privación de qué derechos? Y es ahí, precisamente, cuando aparece la necesidad del marco conceptual integrador, ya que las dimensiones relevantes serán diferentes para cada grupo de edad. Puede decirse que la población infantil experimenta privaciones de derechos un poco por debajo de la media de toda la población, y, a diferencia de la pobreza monetaria, no se observan brechas entre mujeres y hombres (Gráfico 1B).


			Gráfico 1: Panel A. Pobreza por ingresos, Año 2021 (primer semestre) 
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			Panel B. Privaciones de derechos, Año 2021 (primer semestre)
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			Fuente: Elaboración propia con datos de INDEC, EPH.


			Los problemas de medición están siempre presentes en los análisis de la pobreza monetaria y las privaciones no monetarias. Nótese que por una cuestión de unidad de análisis no es posible identificar la pobreza monetaria a nivel del individuo. Se trabaja con el ingreso del hogar, luego se infiere que una persona es pobre si reside en un hogar cuyos ingresos están por debajo del umbral definido por la línea de pobreza para ese hogar, dado su tamaño y estructura demográfica. En los hogares con niñas y niños, hay más consumidores (personas adultas equivalentes) y menos perceptores de ingresos, por lo cual es casi una obviedad que las tasas de prevalencia por ingresos serán mayores que aquellas que se registran en hogares sin niñas y niños. Este efecto es independiente de otro que también resulta difícil de cuantificar: los diferenciales de niveles de fecundidad según estratos de ingresos. En estos casos, es probable que la tasa de pobreza no sea un emergente estadístico del tamaño y composición etaria del grupo familiar, sino que se convierta en una variable que contribuye a explicar parte de la mayor cantidad de niñas y niños pobres.


			Otro tanto sucede con las privaciones de derechos. Hay derechos compartidos que, mirado desde la perspectiva de las privaciones, si su ejercicio se hace efectivo para un miembro del hogar, todos los miembros lo comparten. Un ejemplo claro de esto es el derecho al acceso al agua potable para beber. Si una vivienda está conectada a la red de agua, todos los hogares y personas que moran en ella, tendrán garantizado el derecho al agua. Pero hay otro conjunto que es específico, individual e indivisible y que, como se explicó antes, difiere según la etapa del ciclo vital de las personas. Nótese que la cantidad de derechos listada en documentos diversos, supera ampliamente las dimensiones que las fuentes oficiales de datos recolectan. Para decirlo de alguna manera sencilla, en esas fuentes de datos se dispone de una muestra no aleatoria de derechos que, además, están definidos de manera imperfecta (Pemberton et al., 2012). Así, al afirmar que, como muestra el Gráfico 1, Panel B, las privaciones de la población juvenil son más prevalentes que las de los demás grupos de edad, en realidad se está observando que determinadas dimensiones de la vida social presentan más déficit que otras: el mercado laboral (dimensión clave para la población de 18 años y más) tiene mayores problemas de inclusión que el sistema educativo (dimensión clave para la población de 6-17) y éste que el sistema de seguridad social (dimensión clave para la población de 60 años y más).


			Pero no es mucho más lo que se puede decir y hacer con este tema, excepto enfatizar que una medición un poco más certera de los fenómenos que interesan, requeriría de una fuente de datos específica. En la Argentina, la Encuesta Permanente de Hogares es un relevamiento orientado principalmente al mercado de trabajo, la Encuesta Nacional de Gastos de los Hogares, al patrón de consumo de las familias, los censos de población a conocer la localización geográfica y la composición de la población por edad, sexo, nivel educativo, y no mucho más. Todo lo que se puede decir sobre la pobreza y las privaciones de la población a partir de estas fuentes, son inferencias basadas en fuertes supuestos que dan una orientación muy útil pero que si bien orbitan alrededor del fenómeno no lo muestran en su plenitud y en su verdadera magnitud.


			


			Desigualdades


			


			A pesar de las fuertes limitaciones que impone la disponibilidad de datos al estudio y conocimiento de los detalles de la pobreza infantil monetaria y de las privaciones de derechos de niñas y niños, es mucho lo que puede saberse, explotando el reservorio de datos con que cuenta el país en esta materia. Como se mencionó, se sabe por ejemplo que la pobreza infantil monetaria es actualmente un problema que afecta al 55% de la población de niñas y niños. Esta cifra supera al 44%, nivel en el que se sitúa las privaciones de derechos de la niñez. Las diferencias entre la pobreza extrema y la privación no monetaria en la niñez (17% versus 15%, respectivamente) es menos ostensible que la que arroja pobreza total y privación de derechos total, y esto ya remite a aquellos factores que ponen en práctica los gobiernos como políticas específicas de reducción de la pobreza infantil (Cuadro 2). La identificación de grupos dentro de la población permite incorporar al análisis de la pobreza, tanto las desigualdades horizontales, como las observadas entre niñas y niños que residen en hogares con características específicas de las personas adultas, responsables de su cuidado. 


			La información resumida en el Cuadro 2 permite ver con cierto detalle cuáles son los grupos de más alto riesgo de pobreza, para lo cual es necesario analizar las desigualdades tanto de ingresos como del acceso al cumplimiento de derechos por parte de la población menor de 18 años. El riesgo de pobreza y de privaciones de derechos de niñas y niños aumenta conforme disminuye la edad y el nivel educativo de la persona de referencia (PR) del hogar. También es importante notar las marcadas disparidades de niveles de pobreza y privación en los hogares comandados por mujeres, por migrantes de países limítrofes y por personas con inserción precaria en el mercado laboral. Los hogares monomarentales, monoparentales, y los hogares extensos también arrojan mayor prevalencia de la pobreza y privación de derechos.


			Cuadro 2: Pobreza infantil y privaciones de derechos en Argentina, año 2021 (primer semestre)
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			Fuente: Elaboración propia con datos de INDEC, EPH.


			Evolución


			¿Estos altos niveles de pobreza por ingresos y de privaciones de derechos fueron siempre de una magnitud similar? ¿Qué retos enfrenta la política pública en una perspectiva de un plazo más prolongado? Mirar el pasado ayuda a formarse una idea no sólo de lo que queda por recorrer sino también de los aciertos y de los obstáculos que se enfrentaron en el paso. La información disponible en Argentina permite seguir el derrotero temporal de estos fenómenos con cierta homogeneidad metodológica al menos desde el año 2004 hasta la actualidad (Gráfico 2).6 


			Gráfico 2: Pobreza infantil y privaciones de derechos de niñas y niños en Argentina, años 2004-2021
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			Fuente: Elaboración propia con datos de INDEC, EPH.


			El gráfico revela con gran claridad que en ningún momento de la historia reciente, las privaciones en la niñez han logrado perforar la barrera del 40% de niñas y niños. El nivel más bajo se registró para la pobreza por ingreso en el segundo semestre del año 2017, aunque ya en el segundo semestre de 2019 se había reubicado en un nivel similar al del año 2008 y llegando a un pico en 2020 con un nivel similar al del año 2006. Los desequilibrios macroeconómicos ejercen un gran impacto en la pobreza por ingresos. La profunda recesión de la economía argentina que se manifiesta en una falta de crecimiento de la riqueza desde el año 2011 en adelante, se refleja en una tasa de pobreza infantil que deja de descender justamente en ese año y que crece ostensiblemente conforme la inflación se combina con el estancamiento económico. Por supuesto que la crisis provocada por la pandemia contribuyó a ese proceso y la reducción del 11% del nivel de actividad económica ocurrido en el año 2020 empeoró la situación de los ingresos de la población y se manifestó claramente en el aumento de la pobreza, especialmente de la pobreza infantil.


			No ocurrió lo mismo con las privaciones de derechos. La tendencia temporal es claramente descendente y mucho más lisa que la pobreza por ingresos. Esto implica que los progresos en escolaridad, protección social, vivienda, saneamiento y acceso al agua siguieron su curso a pesar de las grandes dificultades que enfrentó el Estado ante una situación fiscal siempre comprometida. En esta tendencia declinante llama la atención el descenso que experimentan las privaciones de derechos en el período que abarca la pandemia de coronavirus. Queda claro que la profundización de la protección social logró contrarrestar los efectos de la recesión en el aspecto no monetario, generando una profundización en un proceso que ya venía siendo positivo desde años anteriores. Probablemente se podría discutir la velocidad de esos progresos. Nótese que a pesar de haber logrado un descenso monótono y con pocos altibajos, hay en la actualidad un 44% de la población urbana de niñas y niños que no está ejerciendo de manera efectiva sus derechos. Este valor es un piso, porque en las localidades urbanas no relevadas por la EPH y en las zonas rurales la situación es aún más precaria.


			Justamente, la visión panorámica que se ofrece en esta sección concluye con un análisis de las desigualdades entre las localidades urbanas cubiertas por la EPH. Para hacerlo se han seleccionado 4 años que son representativos de niveles específicos tomados por la pobreza por ingresos y las privaciones de derechos en el país: 2004, por ser el principio de la serie con datos de la llamada “EPH-Continua”, 2011 por ser el último año de crecimiento económico del país y de progresos notables en la lucha contra la pobreza infantil monetaria, 2017, el año de más bajo nivel de pobreza monetaria del período reciente, y 2021, el último dato disponible en el momento de redactar este capítulo. Se consideraron los aglomerados urbanos que se relevaban en el primer año, 2004, para dar cierta homogeneidad al análisis inter-periódico. El Panel A del Gráfico 3 resume lo ocurrido en el período de franco descenso de la pobreza monetaria (2004-2011), mientras que en el panel B, lo sucedido en el período siguiente de fuerte aumento de la pobreza monetaria en la niñez (2017-2021). 


			Como los ejes representan niveles de pobreza y privación en un determinado año, la recta de 45° dibujada en ambos paneles plantea una situación hipotética de igualdad de niveles de pobreza en ambos años. En consecuencia, el espacio a la derecha de dicha línea implica que la pobreza y la privación en el año más alejado en el tiempo (2004 en el Panel A, 2017 en el Panel B) fueron ambas más altas que en los años más cercanos (2011 en el Panel A, 2021 en el Panel B), hubo una disminución de la pobreza. Mientras que un punto a la izquierda de la recta de 45° implica un aumento de la pobreza en el período considerado. 


			Entre los muchos y muy ricos mensajes que transmite el Gráfico 3, se puede decir: en primer lugar, los centros urbanos conservan, por lo general, su posición relativa ante aumentos y/o disminuciones de la pobreza y la privación. En segundo lugar, es claro el corrimiento hacia la izquierda de toda la nube de puntos en el segundo sub-período. Esto indica que tanto la pobreza como la privación de derechos son más altas hoy que en el período anterior. Tercero, está claro el fuerte descenso de la pobreza monetaria en el primer sub-período y el fuerte aumento en el segundo. Con pocas excepciones, entre las que se encuentra CABA, todos los centros aumentaron sus niveles de pobreza por ingresos en el segundo sub-período. Tercero, es claro que en ambos paneles la mayoría de los centros urbanos participaron de la tendencia a la reducción de las privaciones de derechos.


			Gráfico 3: Pobreza infantil por aglomerados urbanos de Argentina, años 2004 versus 2011
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			Panel B. Pobreza infantil por aglomerados urbanos de Argentina, años 2017 versus 2021
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			Fuente: Elaboración propia con datos de INDEC, EPH.


			Resultados


			Comparación de fuentes de datos para la construcción de un índice sintético de privaciones múltiples


			La construcción de un índice de privaciones materiales tiene una restricción práctica que consiste en la necesidad de usar una única base de datos. A diferencia de un índice compuesto, como el IDH que se construye con indicadores de diferentes fuentes, las dimensiones e indicadores que componen un índice de privaciones múltiples deben recolectarse a través de una única fuente. De este modo, el individuo es identificado como pobre, o privado, en tanto experimenta cierto número de privaciones. Existe una excepción cuando la unidad de análisis para la medición de pobreza es una unidad geográfica o administrativa nacional o subnacional, como el caso del IDH. 


			Cuando la unidad de análisis es el individuo, en este caso un niño o niña, debe utilizarse una única fuente de información. Esta restricción se convierte, a la vez, en una ventaja ya que permite determinar la simultaneidad de privaciones que recae sobre cada persona. Esto es, si la misma persona padece una o más de una privación a la vez. De esta manera es posible no solo identificar como pobre o no pobre a una persona, sino también conocer cuán pobre es, lo que se llama, en el marco multidimensional, intensidad de la pobreza.


			En esta sección se comparan las encuestas a hogares usadas luego en el examen empírico (apartados B y C de esta sección) a la luz de las potencialidades de cada una de ellas en la captación de derechos enunciados en la CDN. Se verá que lo que puede hacerse con cada fuente por separado difiere de lo que puede hacerse cuando se usan esas fuentes con fines comparativos, como en los apartados B y C. Esto revela claramente que el objetivo de ninguna de ellas es la medición de la pobreza ni de las privaciones de derechos, y que ambos fenómenos son captados de manera indirecta. 


			La Convención sobre los Derechos del Niño reconoce una serie de derechos cuya privación puede ser asociada de manera directa con una carencia material, y, por lo tanto, pueden reflejar una situación de pobreza para la niñez. Se muestran entonces qué derechos pueden capturarse con cada fuente y cuáles no. Se destaca en especial lo que debería captarse y lo que efectivamente capta cada fuente. De este análisis se desprende claramente que unas pocas modificaciones a los cuestionarios vigentes, o la incorporación de unas pocas preguntas dentro de los relevamientos permitiría mejorar notablemente la precisión de los indicadores de pobreza y privación. También es notable que algunos relevamientos incluyen preguntas que podrían ser considerados en los otros, de haber un acuerdo interinstitucional orientado a la medición de la pobreza y las privaciones.


			Se puede ver en el Cuadro A.1 (Apéndice) las potencialidades de las fuentes de datos oficiales para la medición de la pobreza y de las privaciones de derechos, un cuadro resumen que podría ser usado como un “tablero de indicadores” de pobreza infantil en la Argentina, tomando en cuenta la limitación de las fuentes de datos disponibles. Los derechos considerados son: derecho a la supervivencia y desarrollo, al acceso a la información, al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud, al agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente, a beneficiarse de la seguridad social cuando corresponda, a un nivel de vida adecuado para el desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social, a una asistencia material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, vestuario y vivienda, a la educación y a la protección contra la explotación económica.


			La encuesta más abarcativa para identificar niñas y niños privados en su derecho a la supervivencia y desarrollo es la ECV (artículo 6 de la CDN), ya que contempla un rango mayor de edad para la identificación de niñas con hijos y también cuenta con información sobre estrategias de supervivencia (a partir de los 10 años). Como el acceso a los métodos de planificación familiar también afecta la trayectoria de vida de los adolescentes varones, sería interesante poder conocer también la fecundidad masculina. 


			Ninguna encuesta permite conocer el motivo de uso de los medios de comunicación, sí la tenencia. La EPH es la encuesta con mayor capacidad de identificación de niñas y niños sin acceso a TICs y/o que no las utilizan (artículo 17 de la CDN). Desde el 2016, el INDEC implementó cada cuarto trimestre un Módulo de Acceso y Uso de Tecnologías de la Información y la Comunicación (MAUTIC) que releva información de tenencia de computadora e internet en el hogar y de utilización de internet, computadora y celular a nivel individual. Por el contrario, la ENGH recoge solamente tenencia de internet a nivel de hogar. No queda claro si la disponibilidad de internet que releva el módulo de EPH contempla la tenencia de datos móviles, como sí puede distinguirse con la ENGH.


			Típicamente se utiliza como privación al derecho a la salud (artículo 24 de la CDN) la falta de cobertura médica privada u obra social, dado que es la única alternativa posible en encuestas como la EPH y la ENGH. Lo cual es, aunque sea en parte, controversial dado el nivel y calidad del sistema de salud de la Argentina. La EAH incorpora una pregunta sobre estado subjetivo de salud, información que puede ser interesante, aunque sesgada en tanto una sola persona debe responder por el estado de salud percibido de todos los miembros del hogar, incluidos los niños. Nuevamente, la ECV ofrece alternativas superadoras, por ejemplo: distancia desde el domicilio hasta la posta sanitaria más cercana y, también, impedimentos económicos o de funcionamiento del sistema de salud para acceder a una consulta médica considerada necesaria.


			La provisión de agua y control de riesgo de contaminación a partir de sistemas de saneamiento y gestión de residuos seguros (artículo 24 de la CDN) pueden medirse de manera más exhaustiva con la EPH. Esta encuesta tiene las mismas preguntas que ENGH y ECV sobre tenencia de agua de red, lugar donde se encuentra la fuente de agua, tenencia de inodoro, arrastre y desagüe a red pública, cámara séptica y/o pozo. También, de tenencia de cuarto de baño para uso exclusivo. A estas preguntas, suma una referida al entorno ambiental que recolecta la presencia de riesgo de contaminación del ambiente: vivir cerca de un basural. Se destaca que la EAH no cuenta con preguntas referidas a la disponibilidad de agua.


			La seguridad social (artículo 26 de la CDN) en la Argentina beneficia a niñas y niños independientemente del nivel de ingresos de la familia. Así, niñas y niños de estratos bajos deben recibir la Asignación Universal por Hijo (AUH), hijas/os de trabajadoras/es registradas/os gozan de una Asignación Familiar, y quienes realizan pagos por impuesto a las ganancias pueden realizar deducciones por tenencia de hijas/os. Dado que el índice de privaciones materiales pretende reflejar situaciones precarias en las condiciones de vida de las niñas y niños, se propone como indicador de vulneración al derecho de beneficiarse de la seguridad social a la falta de cobertura de la AUH. En esta dimensión son la ENGH y la ECV las encuestas que permiten una identificación directa de los beneficiarios. Con las otras encuestas esta identificación solo puede realizarse de manera indirecta. 


			Nuevamente, la encuesta más abarcativa para describir calidad de la vivienda es la ECV. Contiene las preguntas relevadas en la EPH y la ENGH sobre material de piso, paredes y techo; revestimiento de pared exterior; tipo de ocupación de la vivienda; acceso al servicio de electricidad y combustibles limpios para cocinar y calefaccionar y hacinamiento. Además, agrega revestimiento interno de las paredes y revestimiento del techo; problemas de humedad, podredumbre, iluminación y ventilación de la vivienda y combustible para alumbrar. Se destaca que la EAH tampoco incluye preguntas sobre material de la vivienda.


			Los posibles indicadores para medir la privación al derecho a la educación (artículo 28 de la CDN) son: nivel de inasistencia, nivel de sobreedad y nivel de analfabetismo. Solo EPH y ECV permiten construir este último indicador. Inasistencia y sobreedad pueden construirse con todas las encuestas analizadas. Sin embargo, cabe resaltar que la ECV realiza una pregunta específica para identificar asistencia al nivel inicial de niñas/os de 0 a 4 años. Se considera una forma superadora a la realización de una pregunta general como ¿Cuál es el nivel más alto que cursa o cursó?, con categorías de respuesta: jardín maternal, jardín, preescolar, entre otras. Es posible que la persona que responde no asocie la asistencia a un jardín maternal como nivel más alto que su hija o hijo de 45 días este cursando. Dificultad que para niñas y niños de primaria o para adolescentes en nivel secundario suele disiparse.


			Del artículo 30 de la CDN surge la necesidad de poder identificar a grupos de poblaciones minoritarios. En general lo grupos minoritarios de la población son marginados, excluidos y revisten mayores dificultades para ver sus derechos garantizados. En este sentido, la EAH es la única encuesta que ha incluido preguntas para identificar a la población LGBTI. El resto mantiene una única pregunta referida al sexo o género en términos binarios: varón-mujer. Para identificar a niñas y niños con discapacidad o que viven en hogares con alguna persona que tenga una limitación física o mental de largo plazo, la ENGH y EAH incluyen preguntas útiles. También, permiten conocer la tenencia de Certificado Único de Discapacidad, que es el documento que certifica la discapacidad de la persona y permite acceder a derechos y prestaciones que brinda el Estado. Excepto la ENGH, el resto de las encuestas sí cuentan con preguntas para identificar a niñas/os migrantes y niñas/os en hogares donde residen migrantes. Se supone que, a mayor tiempo, mayor integración de las comunidades migrantes. En este aspecto, la EAH releva mejor información que la EPH y ECV; releva el año de llegada al país, en lugar de lugar de residencia hace 5 años atrás, longitud temporal arbitraria.


			Ninguna de las encuestas releva información sobre pertenencia a una comunidad indígena o sobre la condición de afrodescendencia. Sí, es de destacar que la ENGH permite vincular específicamente a niñas y niños con sus madres y padres convivientes. Las otras encuestas permiten esta vinculación de manera aproximada a partir de variables como el parentesco con el/la jefe/a, la edad, el sexo, entre otras. 


			El Cuadro A.1 (Apéndice) resume lo comentado aquí acerca de la potencialidad de las fuentes de datos oficiales para la medición de la pobreza y de las privaciones de derechos. Es un cuadro que a modo de “tablero de indicadores” de pobreza infantil en la Argentina muestra las fortalezas y limi­taciones de las fuentes de datos oficiales disponibles.


			


			Diferencias de prevalencia según fuentes


			


			Habiendo examinado las potencialidades de cada una de las fuentes usadas de aquí en más, se procede a compararlas en aspectos específicos. Las comparaciones se hacen a nivel de todos los centros urbanos del país y luego de las dos unidades subnacionales mencionadas en el apartado anterior: CABA y Mendoza, ya que ambas jurisdicciones cuentan con encuestas propias y específicas.


			Las dos fuentes oficiales usadas para testear diferencias en el nivel de la pobreza infantil a nivel nacional fueron la Encuesta Permanente de Hogares, total urbano (EPHU) y la Encuesta Nacional Gastos de los Hogares (ENGH). Para reducir las diferencias posibles se utilizó la información correspondiente al tercer trimestre de 2018. Para el testeo se computaron medidas unidimensionales de educación, protección social, vivienda, saneamiento, acceso al agua e ingresos, y una medida sintética de privación múltiple, el IPMS, que, como ya se explicó, surge de la combinación de los indicadores no monetarios (derechos), a los que se le aplica el enfoque de la unión. Los resultados se muestran en el Cuadro 3.


			Cuadro 3: Proporción de niñas y niños privados en determinados indicadores de privaciones y pobreza, según fuentes oficiales de datos. Año 2018.
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			Nota: ***Significativo al 1%, ausencia de asteriscos no se rechaza la igualdad de proporción. Entre corchetes se reportan el límite inferior y el superior del intervalo de confianza de la estimación al 95%. Los valores del estadístico t, última columna, surgen de un test de diferencia de proporciones entre los parámetros estimados con ambas fuentes. 
Fuente: Elaboración propia con datos de INDEC, EPHU (2018) y ENGH (2017/18).


			Con excepción de las privaciones de acceso al agua y el IPMS, la prevalencia de la pobreza y de las privaciones de derecho difiere en magnitud dependiendo de la fuente de datos que se utilice para el cálculo de los indicadores. Las tasas de privación en educación y vivienda adecuada son mayores para la EPHU que para la ENGH, y para los indicadores restantes (protección social, saneamiento y pobreza por ingresos) es la ENGH la que arroja mayor prevalencia. Las diferencias son en todos estos casos altamente significativas.


			Es necesario aclarar que pare el cálculo de esas medidas como para las que se comentan a continuación, están controlados todos aquellos factores que pudieron ser controlados. Por ejemplo, si bien la ENGH permite una precisión mucho mayor para la definición del indicador de privación del derecho a la protección social, se calculó ese indicador como podía calcularse usando la información disponible en la EPHU: percepción de ingresos no laborales provenientes de programas de protección social combinada con cobertura de salud (para aproximar la informalidad laboral, desempleo o inactividad). Así, la ENGH brinda una información mucho más detallada que la EPHU para este último propósito, con la gran desventaja que es un punto en el tiempo (no podría realizarse el análisis de tendencias como el efectuado en la sección anterior) y, además, no comparable con otros relevamientos de gastos realizados en el país, como el de 2004-05, por ejemplo.


			Diferencias importantes revelan también las comparaciones entre los parámetros que surgen de la EPHU, la ENGH y los que provienen de fuentes de datos subnacionales, como los de Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA), mediante el uso de la Encuesta Anual de Hogares (EAH) y Mendoza, que provee datos de la Encuesta de Condiciones de Vida (ECV) de la provincia. El Cuadro 4 se ocupa de los indicadores de pobreza y privación de CABA, mientras que en el Cuadro 5 se muestran los resultados correspondientes a la provincia de Mendoza.


			A diferencia de lo analizado para el total urbano nacional, las comparaciones para CABA se reducen a un número menor de indicadores. El IPMS, en este caso se construye con educación, protección social y vivienda, y este último, sólo con hacinamiento como indicador de calidad de la vivienda. Las razones que explican este proceder fueron dadas en otra sección de este capítulo por lo que serán obviadas aquí.
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